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COMPOSICIÓN Y ORGANIZACIÓN DE LA CÁMARA

DIPUTADOS

De conformidad con lo dispuesto en la Norma 5 del Acuerdo de las Mesas del Congreso de los 
Diputados y del Senado, de 21 de diciembre de 2009, por el que se aprueban las Normas en materia de 
registro de intereses, en los términos de la redacción dada por la modificación acordada por las Mesas de 
ambas Cámaras, en su reunión del día 19 de julio de 2011, para dar cumplimiento a lo establecido en la 
reforma del artículo 160.2 de la Ley Orgánica del Régimen Electoral General, se ordena la publicación en 
el Boletín Oficial de las Cortes Generales de las siguientes declaraciones de bienes y rentas presentadas, 
una vez calificadas.

Palacio del Congreso de los Diputados, 4 de septiembre de 2018.—P.D. El Secretario General del 
Congreso de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.

ÍNDICE
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0 Declaración inicial.
1 Modificación de la declaración.
2 Declaración final.
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COMISIONES, SUBCOMISIONES Y PONENCIAS

154/000010

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión del día de hoy, ha acordado ampliar, hasta el 31 
de diciembre de 2018, el plazo para que la Subcomisión para la Reforma Electoral, creada en el seno de la 
Comisión Constitucional, elabore su Informe.

Se ordena la publicación de conformidad con lo dispuesto en el artículo 97 del Reglamento de la 
Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 6 de septiembre de 2018.—P.D. El Secretario General del 
Congreso de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.

DIPUTADOS QUE ACCEDEN A SECRETOS OFICIALES

052/000003

La Mesa de la Cámara, en su reunión del día de hoy, ha adoptado el acuerdo que se indica respecto 
del asunto de referencia.

(52) Funciones del Pleno.

Autor: Hernando Fraile, Rafael Antonio (GP).

Renuncia de su condición de Diputado con acceso a secretos oficiales.

Acuerdo: 

Aceptar la renuncia a la condición referida y publicar en el Boletín Oficial de las Cortes Generales, así 
como comunicar al Gobierno.

En ejecución de dicho acuerdo se ordena la publicación de conformidad con el artículo 97 del 
Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 4 de septiembre de 2018.—P.D. El Secretario General del 
Congreso de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.

PERSONAL

299/000003

Ceses
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 2.2 del Estatuto del Personal de las Cortes Generales, 

con fecha 3 de septiembre de 2018 la Excma. Sra. Presidenta del Congreso de los Diputados ha tenido a 
bien disponer el cese, a propuesta del Excmo. Sr. D. José A. Bermúdez de Castro Fernández, con efectos 
de 3 de septiembre de 2018, de D. Miguel Ángel Cano Leones, como personal eventual en el cargo de 
Asistente para la atención de los señores Diputados del Grupo Parlamentario Popular en el Congreso.

Al amparo de lo dispuesto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara, se ordena su publicación 
en la Sección Congreso de los Diputados del BOCG.

Palacio del Congreso de los Diputados, 3 de septiembre de 2018.—P.D. El Secretario General del 
Congreso de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.
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De conformidad con lo dispuesto en el artículo 2.2 del Estatuto del Personal de las Cortes Generales, con 
fecha 6 de septiembre de 2018 la Excma. Sra. Presidenta del Congreso de los Diputados ha tenido a bien 
disponer el cese, a propuesta del Excmo. Sr. D. José A. Bermúdez de Castro Fernández, con efectos de 5 de 
septiembre de 2018, de D.ª María del Carmen Moreno González, como personal eventual en el cargo de 
Asistente para la atención de los señores Diputados del Grupo Parlamentario Popular en el Congreso.

Al amparo de lo dispuesto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara, se ordena su publicación 
en la Sección Congreso de los Diputados del BOCG.

Palacio del Congreso de los Diputados, 6 de septiembre de 2018.—P.D. El Secretario General del 
Congreso de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.

299/000005

Nombramientos
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 2.° del Estatuto del Personal de las Cortes Generales, 

con fecha 6 de septiembre de 2018 la Excma. Sra. Presidenta del Congreso de los Diputados ha tenido a 
bien nombrar a D.ª María del Carmen Moreno González, a propuesta de la Excma. Sra. D.ª Celia Villalobos 
Talero, con efectos de 6 de septiembre de 2018 y con carácter de personal eventual, para el cargo de 
Asistente para la atención de la Presidenta de la Comisión de Seguimiento y Evaluación de los Acuerdos 
del Pacto de Toledo.

Al amparo de lo dispuesto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara, se ordena su publicación 
en la Sección Congreso de los Diputados del BOCG.

Palacio del Congreso de los Diputados, 6 de septiembre de 2018.—P.D. El Secretario General del 
Congreso de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.

CONTROL SOBRE LAS DISPOSICIONES DEL EJECUTIVO 
CON FUERZA DE LEY

DECRETOS-LEYES

130/000032

Se publica a continuación el Real Decreto-ley 5/2018, de 27 de julio, de medidas urgentes para 
la adaptación del Derecho español a la normativa de la Unión Europea en materia de protección 
de datos.

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 86.2 de la Constitución, dicho Real Decreto-ley fue 
sometido a debate y votación de totalidad por el Congreso de los Diputados en su sesión del día de hoy, 
en la que se acordó su convalidación.

Se ordena la publicación de conformidad con lo dispuesto en el artículo 97 del Reglamento de la 
Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 6 de septiembre de 2018.—P.D. El Secretario General del 
Congreso de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.
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REAL DECRETO-LEY 5/2018, DE 27 DE JULIO, DE MEDIDAS URGENTES PARA LA ADAPTACIÓN DEL 
DERECHO ESPAÑOL A LA NORMATIVA DE LA UNIÓN EUROPEA EN MATERIA DE PROTECCIÓN 

DE DATOS

I

El Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo 
a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de sus datos personales y a la 
libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento General de 
Protección de Datos), es plenamente aplicable en España desde el pasado 25 de mayo.

El Reglamento General de Protección de Datos supone una profunda modificación del régimen vigente 
en materia de protección de datos personales, no sólo desde el punto de vista sustantivo y de cumplimiento 
por los sujetos obligados, sino particularmente en lo que afecta a la actividad de supervisión por parte de 
las autoridades de control que el mismo regula.

Además, la plena aplicación del Reglamento General de Protección de Datos implica que hayan de 
considerarse desplazadas por él aquellas disposiciones de Derecho interno que no resulten conformes 
con el régimen que el mismo establece. Así sucedería con muchos de los preceptos de la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal y su Reglamento de desarrollo, 
aprobado por Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre.

Por otra parte, numerosos preceptos del reglamento europeo se remiten a su desarrollo, obligatorio o 
potestativo, por los Estados miembros, conteniendo un total de cincuenta y seis remisiones a los 
ordenamientos nacionales. De entre estas remisiones, el reglamento impone a los Estados miembros, 
entre otras cuestiones, la regulación del estatuto de las autoridades de control, la determinación del 
régimen aplicable a los inspectores de un tercer Estado que lleven a cabo actividades conjuntas de 
investigación o la designación de la autoridad que representará al Estado miembro en el Comité Europeo 
de Protección de Datos.

Otras disposiciones del Reglamento General de Protección de Datos exigen una adecuación del 
Derecho interno, aun cuando no exista una remisión directa y expresa al mismo. Así, si bien el reglamento 
europeo establece un régimen sancionador en que se tipifican las conductas típicas, no regula cuestiones 
tan esenciales como los plazos de prescripción de dichas infracciones, al considerar que dicha cuestión 
corresponde al ordenamiento de los Estados Miembros. Del mismo modo, establece un procedimiento de 
cooperación entre los Estados miembros en los supuestos de tratamientos denominados transfronterizos, 
con la participación de todas las autoridades implicadas, pero no regula el modo en que el Derecho interno 
de los Estados habrá de verse afectado como consecuencia de los trámites previstos en la propia norma 
europea para estos procedimientos.

La necesidad de adaptar el marco normativo interno al Reglamento General de Protección de Datos 
supuso la aprobación por el Consejo de Ministros en su sesión de 10 de noviembre de 2017 de un 
proyecto de ley orgánica, remitido a las Cortes Generales, que actualmente se encuentra en tramitación 
parlamentaria.

Teniendo en cuenta lo anterior, y sin perjuicio de que los aspectos que configuran el contenido esencial 
del derecho fundamental a la protección de datos de carácter personal hayan de incorporarse a una ley 
orgánica, no es menos cierto que en determinadas cuestiones que no son objeto de reserva de ley 
orgánica resulta imprescindible la adopción urgente de una norma con rango de ley que permita la 
adaptación del Derecho español al Reglamento General de Protección de Datos. En otras palabras, el 
objeto de este real decreto-ley se ciñe a la adecuación de nuestro ordenamiento al reglamento europeo 
en aquellos aspectos concretos que, sin rango orgánico, no admiten demora y debe entenderse sin 
perjuicio de la necesidad de una legislación orgánica de protección de datos que procure la plena 
adaptación de la normativa interna a los estándares fijados en la materia por la Unión Europea a través de 
una disposición directamente aplicable.

II

El real decreto-ley comprende catorce artículos estructurados en tres capítulos, dos disposiciones 
adicionales, dos transitorias, una derogatoria y una final. Su contenido afecta únicamente a cuestiones 
cuya inmediata incorporación al Derecho interno resulta imprescindible para la adecuada aplicación en 
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España del Reglamento General de Protección de Datos y que no están excluidas del ámbito del legislador 
de urgencia por el artículo 86 de la Constitución Española.

El Capítulo I atiende a la necesidad de identificar al personal competente para el ejercicio de los 
poderes de investigación que el Reglamento General de Protección de Datos otorga en su artículo 58.1 a 
las autoridades de control. Ello exige que el Derecho interno regule el modo en que podrán ejercerse 
dichos poderes, qué personas ejercerán la actividad de investigación e inspección y en qué consistirán 
esas atribuciones expresamente establecidas en el reglamento europeo desde el punto de vista del 
ordenamiento español. Asimismo, y en aplicación del artículo 62.3 del Reglamento General de Protección 
de Datos, es preciso determinar el régimen aplicable al personal de las autoridades de supervisión de 
otros Estados miembros que participen en actuaciones conjuntas de investigación.

El Capítulo II articula el novedoso régimen sancionador establecido en el Reglamento General de 
Protección de Datos, reemplazando los tipos infractores actualmente contenidos en la Ley Orgánica 
15/1999 por la remisión a los que están establecidos en los apartados 4, 5 y 6 del artículo 83 de dicho 
reglamento, lo que resulta de todo punto necesario. Además, existen dos cuestiones sobre las que es 
ineludible la adopción de disposiciones por el Derecho interno que garanticen la efectividad de este 
régimen sancionador y la seguridad jurídica en su aplicación. La primera se refiere a la necesaria 
delimitación de los sujetos que pudieran incurrir en la responsabilidad derivada de la aplicación de dicho 
régimen sancionador. La segunda reviste aún mayor importancia y se refiere a la necesidad de determinar 
los plazos de prescripción de las infracciones y sanciones previstas en la norma europea.

El Capítulo III contiene la regulación del procedimiento en caso de que exista una posible vulneración 
del Reglamento General de Protección de Datos. En este punto, es preciso tener en cuenta que el 
reglamento distingue en la práctica tres tipos de tratamientos a los que aplicaría distintas normas 
procedimentales: los tratamientos transfronterizos, definidos por el artículo 4.23 del Reglamento general 
de Protección de Datos, los transfronterizos con relevancia local en un Estado miembro, a los que se 
refiere el artículo 56 del mismo, y aquéllos que tendrían la condición de exclusivamente nacionales, entre 
los que figuran en todo caso los previstos en el artículo 55 de la norma europea. El reglamento europeo 
prevé una serie de trámites específicos para los dos primeros supuestos entre los que se encuentran los 
necesarios para determinar la competencia de la autoridad de control principal, así como los que permiten 
la adopción de una decisión consensuada entre las autoridades principal e interesadas en el procedimiento. 
En estos casos la regulación europea establece la obligación de que la autoridad principal someta los 
distintos proyectos de decisión a las restantes autoridades, que dispondrán de plazos tasados para la 
emisión de «observaciones pertinentes motivadas», y previéndose el sometimiento de la resolución al 
Comité Europeo de Protección de Datos en caso de no alcanzarse un acuerdo entre todas ellas.

Estas previsiones han de trasladarse a la normas que regulen el procedimiento en caso de plantearse 
una reclamación ante la Agencia Española de Protección de Datos así como en los supuestos en que, sin 
haber recibido reclamación, tenga la condición de autoridad principal respecto de la reclamación recibida 
en otro Estado Miembros o considere que ha de intervenir como interesada en un procedimiento ya 
abierto.

Todo ello impone la necesidad de incorporar al procedimiento fases específicas como la admisión a 
trámite de las reclamaciones o la posibilidad de archivo provisional del expediente en los supuestos en 
que la Agencia Española de Protección de Datos no tramite la reclamación pero pueda tener que resolver 
sobre la misma. En particular, es indispensable incluir en las normas de procedimiento su suspensión en 
los supuestos en que proceda recabar el parecer de las autoridades de otros Estados miembros durante 
todo el tiempo previsto para su obtención, dado que en caso contrario existe una muy alta probabilidad de 
caducidad de los procedimientos, con las consecuencias negativas que ello conlleva no sólo para la 
aplicabilidad en España de las normas de protección de datos, sino para la garantía del derecho 
fundamental de los ciudadanos europeos en su conjunto en aquellos casos en que la Agencia Española 
de Protección de Datos tuviera la condición de autoridad de control principal.

En definitiva, este último capítulo tiene como objetivo hacer posible la aplicación de las especialidades 
del régimen procedimental del Reglamento General de Protección de Datos, en un contexto en el que, 
siendo la norma europea directamente aplicable, ya se han puesto en marcha procedimientos de especial 
trascendencia al amparo de este régimen.

Por último, en cumplimiento del artículo 68.4 del Reglamento General de Protección de Datos, la 
disposición adicional primera designa como representante de España en el Comité Europeo a la Agencia 
Española de Protección de Datos, que informará a las autoridades autonómicas acerca de las decisiones 
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adoptadas en dicho organismo de la Unión y recabará su parecer cuando se trate de materias de su 
competencia. Por su parte, la disposición adicional segunda contiene previsiones en lo relativo a la 
publicidad de las resoluciones de la Agencia Española de Protección de Datos, con el fin de garantizar la 
transparencia de su actuación, ante el nuevo marco procedimental configurado por el Reglamento General 
de Protección de Datos.

En consecuencia, a la vista de los hechos descritos, la extraordinaria y urgente necesidad de este 
Real Decreto-ley resulta plenamente justificada. Dada la plena aplicación del Reglamento General de 
Protección de Datos desde el 25 de mayo de 2018, hasta la completa adecuación a él de nuestro 
ordenamiento, que solamente será posible a través de una nueva legislación orgánica, es ineludible la 
adopción de una disposición con rango de ley que permita la adaptación del Derecho español en varias 
cuestiones a la normativa de la Unión Europea en materia de protección de datos, para garantizar de 
forma efectiva el derecho del artículo 18.4 de la Constitución en un marco de seguridad jurídica. En 
coherencia con ello, la vigencia de este real decreto-ley se limita al período que medie entre el día 
siguiente de su publicación en el Boletín Oficial del Estado y la entrada en vigor de la nueva ley orgánica 
que se encuentra en tramitación parlamentaria.

Además, este Real Decreto-ley no afecta al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a 
los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título I de la Constitución, al régimen 
de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general.

En definitiva, de todo lo anterior resulta que, en este caso, el real decreto-ley representa un instrumento 
constitucionalmente lícito, en tanto que pertinente y adecuado para la consecución del fin que justifica la 
legislación de urgencia, que no es otro, tal como reiteradamente ha exigido nuestro Tribunal Constitucional, 
que subvenir a un situación concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, que por razones difíciles 
de prever requiere una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía 
normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las Leyes.

Por tanto, en el conjunto y en cada una de las medidas que se adoptan, concurren, por su naturaleza 
y finalidad, las circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad que exige el artículo 86 de la 
Constitución Española como presupuestos habilitantes para la aprobación de un Real Decreto-ley.

En su virtud, en uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la Constitución Española, a 
propuesta de la Ministra de Justicia, previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 27 
de julio de 2018,

DISPONGO:

CAPÍTULO I

Inspección en materia de protección de datos

Artículo 1. Ámbito y personal competente para el ejercicio de la actividad de investigación de la Agencia 
Española de Protección de Datos.

1. La actividad de investigación de la Agencia Española de Protección de Datos se llevará a cabo por 
los funcionarios de la Agencia o por funcionarios ajenos a ella habilitados expresamente por su Director.

2. En los casos de actuaciones conjuntas de investigación conforme a lo dispuesto en el artículo 62 
del Reglamento (UE) 2016/679, el personal de las autoridades de control de otros Estados Miembros de 
Unión Europea que colabore con la Agencia ejercerá sus facultades con arreglo a lo previsto en la 
normativa española y bajo la orientación y en presencia del personal de ésta.

3. Los funcionarios que desarrollen actividades de investigación tendrán la consideración de agentes 
de la autoridad en el ejercicio de sus funciones, y estarán obligados a guardar secreto sobre las 
informaciones que conozcan con ocasión de dicho ejercicio, incluso después de haber cesado en él.

Artículo 2. Alcance de la actividad de investigación.

Quienes desarrollen la actividad de investigación podrán recabar las informaciones precisas para el 
cumplimiento de sus funciones, realizar inspecciones, requerir la exhibición o el envío de los documentos 
y datos necesarios, examinarlos en el lugar en que se encuentren depositados o en donde se lleven a 
cabo los tratamientos, obtener copia de ellos, inspeccionar los equipos físicos y lógicos y requerir la 
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ejecución de tratamientos y programas o procedimientos de gestión y soporte del tratamiento sujetos a 
investigación. Los poderes de investigación en lo que se refiere a la entrada en domicilios deben ejercerse 
de conformidad con las normas procesales, en particular, en los casos en los que sea precisa la 
autorización judicial previa. Cuando se trate de órganos judiciales u Oficinas Judiciales el ejercicio de las 
facultades de inspección se efectuará a través y por mediación del Consejo General del Poder Judicial.

CAPÍTULO II

Régimen sancionador en materia de protección de datos

Artículo 3. Sujetos responsables.

1. Están sujetos al régimen sancionador establecido en el Reglamento (UE) 2016/679 y la normativa 
española de protección de datos:

a) Los responsables de los tratamientos.
b) Los encargados de los tratamientos.
c) Los representantes de los responsables o encargados de los tratamientos no establecidos en el 

territorio de la Unión Europea.
d) Las entidades de certificación.
e) Las entidades acreditadas de supervisión de los códigos de conducta.

2. No será de aplicación al delegado de protección de datos el régimen sancionador en esta materia.

Artículo 4. Infracciones.

Constituyen infracciones las vulneraciones del Reglamento (UE) 2016/679 a las que se refieren los 
apartados 4, 5 y 6 de su artículo 83.

Artículo 5. Prescripción de las infracciones.

1. Las infracciones previstas en los apartados 5 y 6 del artículo 83 del Reglamento (UE) 2016/679 
prescribirán a los tres años.

2. Las infracciones previstas en el artículo 83.4 Reglamento (UE) 2016/679 prescribirán a los dos 
años.

3. Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento 
sancionador, reiniciándose el plazo de prescripción si el expediente sancionador estuviere paralizado 
durante más de seis meses por causas no imputables al presunto infractor.

Cuando la Agencia Española de Protección de Datos ostente la condición de autoridad de control 
principal y deba seguirse el procedimiento previsto en el artículo 60 del Reglamento (UE) 2016/679 
interrumpirá la prescripción el conocimiento formal por el interesado del proyecto de acuerdo de inicio que 
sea sometido a las autoridades de control interesadas.

Artículo 6. Prescripción de las sanciones.

1. Las sanciones impuestas en aplicación del Reglamento (UE) 2016/679 prescriben en los 
siguientes plazos:

a) Las sanciones por importe igual o inferior a 40.000 euros, prescriben en el plazo de un año.
b) Las sanciones por importe comprendido entre 40.001 y 300.000 euros prescriben a los dos años.
c) Las sanciones por un importe superior a 300.000 euros prescriben a los tres años.

2. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente a aquel en 
que sea ejecutable la resolución por la que se impone la sanción o haya transcurrido el plazo para 
recurrirla.

3. La prescripción se interrumpirá por la iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento 
de ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si el mismo está paralizado durante más de seis meses por 
causa no imputable al infractor.
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CAPÍTULO III

Procedimientos en caso de posible vulneración de la normativa de protección de datos

Artículo 7. Régimen jurídico.

1. Las disposiciones de este capítulo serán de aplicación a los procedimientos tramitados por la 
Agencia Española de Protección de Datos en los supuestos en los que un afectado reclame que no ha 
sido atendida su solicitud de ejercicio de los derechos reconocidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento 
(UE) 2016/679, así como en los que aquélla investigue la existencia de una posible infracción de lo 
dispuesto en el mencionado reglamento y la normativa española de protección de datos.

2. Los procedimientos tramitados por la Agencia Española de Protección de Datos se regirán por lo 
dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679, en la normativa española de protección de datos y, en cuanto 
no las contradigan, con carácter subsidiario, por las normas generales sobre los procedimientos 
administrativos.

Artículo 8. Forma de iniciación del procedimiento y duración.

1. Cuando el procedimiento se refiera exclusivamente a la falta de atención de una solicitud de 
ejercicio de los derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679, se iniciará 
por acuerdo de admisión a trámite, que se adoptará conforme a lo establecido en el artículo siguiente.

En este caso el plazo para resolver el procedimiento será de seis meses a contar desde la fecha en 
que hubiera sido notificado al reclamante el acuerdo de admisión a trámite. Transcurrido ese plazo, el 
interesado podrá considerar estimada su reclamación.

2. Cuando el procedimiento tenga por objeto la determinación de la posible existencia de una 
infracción de lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 y la normativa española de protección de 
datos, se iniciará mediante acuerdo de inicio adoptado por propia iniciativa o como consecuencia de 
reclamación.

Si el procedimiento se fundase en una reclamación formulada ante la Agencia Española de Protección 
de Datos, con carácter previo, ésta decidirá sobre su admisión a trámite, conforme a lo dispuesto en el 
artículo siguiente.

Cuando fuesen de aplicación las normas establecidas en el artículo 60 del Reglamento (UE) 2016/679, 
el procedimiento se iniciará mediante la adopción del proyecto de acuerdo de inicio de procedimiento 
sancionador, del que se dará conocimiento formal al interesado a los efectos previstos en el artículo 5 de 
este Real Decreto-ley.

Admitida a trámite la reclamación así como en los supuestos en que la Agencia Española de Protección 
de Datos actúe por propia iniciativa, con carácter previo al acuerdo de inicio, podrá existir una fase de 
actuaciones previas de investigación, que se regirá por lo previsto en el artículo 11 de este Real Decreto-ley.

El procedimiento tendrá una duración máxima de nueve meses a contar desde la fecha del acuerdo 
de inicio o, en su caso, del proyecto de acuerdo de inicio. Transcurrido ese plazo se producirá su 
caducidad, y en consecuencia, el archivo de actuaciones.

3. El procedimiento podrá también tramitarse como consecuencia de la comunicación a la Agencia 
Española de Protección de Datos por parte de la autoridad de control de otro Estado miembro de la Unión 
Europea de la reclamación formulada ante la misma, cuando la Agencia Española de Protección de Datos 
tuviese la condición de autoridad de control principal para la tramitación de un procedimiento conforme a 
lo dispuesto en los artículos 56 y 60 del Reglamento (UE) 2016/679. Será en este caso de aplicación lo 
dispuesto en el apartado 1 y en los párrafos primero, tercero, cuarto y quinto del apartado 2.

4. Los plazos de tramitación establecidos en este artículo así como los de admisión a trámite 
regulado por el apartado 5 del artículo siguiente y de duración de las actuaciones previas de investigación 
previsto en el artículo 11.2 de este Real Decreto-ley, quedarán automáticamente suspendidos cuando 
deba recabarse información, consulta, solicitud de asistencia o pronunciamiento preceptivo de un órgano 
u organismo de la Unión Europea o de una o varias autoridades de control de los Estados miembros 
conforme con lo establecido en el Reglamento (UE) 2016/679, por el tiempo que medie entre la solicitud 
y la notificación del pronunciamiento a la Agencia Española de Protección de Datos.

cv
e:

 B
O

C
G

-1
2-

D
-4

10



BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES

CONGRESO DE LOS DIPUTADOS
Serie D Núm. 410 13 de septiembre de 2018 Pág. 45

Artículo 9. Admisión a trámite de las reclamaciones.

1. Cuando se presentase ante la Agencia Española de Protección de datos una reclamación, ésta 
deberá evaluar su admisibilidad a trámite, de conformidad con las previsiones de este artículo.

2. La Agencia Española de Protección de Datos inadmitirá las reclamaciones presentadas cuando 
no versen sobre cuestiones de protección de datos de carácter personal, carezcan manifiestamente de 
fundamento, sean abusivas o no aporten indicios racionales de la existencia de una infracción.

3. Igualmente, la Agencia Española de Protección de Datos podrá inadmitir la reclamación cuando el 
responsable o encargado del tratamiento, previa advertencia formulada por la Agencia, hubiera adoptado 
las medidas correctivas encaminadas a poner fin al posible incumplimiento de la legislación de protección 
de datos y concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Que no se haya causado perjuicio al afectado.
b) Que el derecho del afectado quede plenamente garantizado mediante la aplicación de las 

medidas.

4. Antes de resolver sobre la admisión a trámite de la reclamación, la Agencia Española de Protección 
de Datos podrá remitir la misma al delegado de protección de datos que hubiera, en su caso, designado 
el responsable o encargado del tratamiento o al organismo de supervisión establecido para la aplicación 
de los códigos de conducta, a fin de que den respuesta a la reclamación en el plazo de un mes.

La Agencia Española de Protección de Datos podrá igualmente remitir la reclamación al responsable 
o encargado del tratamiento cuando no se hubiera designado un delegado de protección de datos ni 
estuviera adherido a mecanismos de resolución extrajudicial de conflictos, en cuyo caso el responsable o 
encargado deberá dar respuesta a la reclamación también en el plazo de un mes.

5. La decisión sobre la admisión o inadmisión a trámite, así como la que determine, en su caso, la 
remisión de la reclamación a la Autoridad de control principal que se estime competente, deberá notificarse 
al reclamante en el plazo de tres meses. Si, transcurrido este plazo, no se produjera dicha notificación, se 
entenderá que prosigue la tramitación de la reclamación con arreglo a lo dispuesto en este capítulo a partir 
de la fecha en que se cumpliesen tres meses desde que la reclamación tuvo entrada en la Agencia 
Española de Protección de Datos.

Artículo 10. Determinación del alcance territorial.

1. Salvo en los supuestos a los que se refiere el artículo 8.3 de este Real Decreto-ley, la Agencia 
Española de Protección de Datos deberá, con carácter previo a la realización de cualquier otra actuación, 
incluida la admisión a trámite de una reclamación o el comienzo de actuaciones previas de investigación, 
examinar su competencia y determinar el carácter nacional o transfronterizo, en cualquiera de sus 
modalidades, del procedimiento a seguir.

2. Si la Agencia considera que no tiene la condición de autoridad de control principal para la 
tramitación del procedimiento remitirá, sin más trámite, la reclamación formulada a la Autoridad de control 
principal que considere competente, a fin de que por la misma se le dé el curso oportuno. La Agencia 
notificará esta circunstancia a quien, en su caso, hubiera formulado la reclamación.

El acuerdo por el que se resuelva la remisión a la que se refiere el párrafo anterior implicará el archivo 
provisional del procedimiento, sin perjuicio de que por la Agencia se dicte, en caso de que así proceda, la 
resolución a la que se refiere el apartado 8 del artículo 60 del Reglamento (UE) 2016/679.

Artículo 11. Actuaciones previas de investigación.

1. Antes de la adopción del acuerdo de inicio de procedimiento, y una vez admitida a trámite la 
reclamación si la hubiese, la Agencia Española de Protección de Datos podrá llevar a cabo actuaciones 
previas de investigación a fin de lograr una mejor determinación de los hechos y las circunstancias que 
justifican la tramitación del procedimiento.

La Agencia Española de Protección de Datos actuará en todo caso cuando sea precisa la investigación 
de tratamientos que implique un tratamiento masivo de datos personales.

2. Las actuaciones previas de investigación se someterán a lo dispuesto en el capítulo I y no podrán 
tener una duración superior a doce meses a contar desde la fecha del acuerdo de admisión a trámite o de 
la fecha del acuerdo por el que se decida su iniciación cuando la Agencia actúe por propia iniciativa o 
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como consecuencia de la comunicación que le hubiera sido remitida por la autoridad de control de otro 
Estado miembro de la Unión Europea, conforme al artículo 8.3 de este Real Decreto-ley.

Artículo 12. Acuerdo de inicio del procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora.

1. Concluidas, en su caso, las actuaciones a las que se refiere el artículo anterior, corresponderá al 
Director de la Agencia Española de Protección de Datos, cuando así proceda, dictar acuerdo de inicio de 
procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora, en que se concretarán los hechos, la 
identificación de la persona o entidad contra la que se dirija el procedimiento, la infracción que hubiera 
podido cometerse y su posible sanción.

2. Cuando la Agencia Española de Protección de Datos ostente la condición de autoridad de control 
principal y deba seguirse el procedimiento previsto en el artículo 60 del Reglamento (UE) 2016/679, el 
proyecto de acuerdo de inicio de procedimiento sancionador se someterá a lo dispuesto en el mismo.

Artículo 13. Medidas provisionales

1. Durante la realización de las actuaciones previas de investigación o iniciado un procedimiento 
para el ejercicio de la potestad sancionadora, la Agencia Española de Protección de Datos podrá acordar 
motivadamente las medidas provisionales necesarias y proporcionadas para salvaguardar el derecho 
fundamental a la protección de datos y, en especial, las previstas en el artículo 66.1 del Reglamento (UE) 
2016/679, el bloqueo cautelar de los datos y la obligación inmediata de atender el derecho solicitado.

2. En los casos en que la Agencia Española de Protección de Datos considere que la continuación 
del tratamiento de los datos de carácter personal, su comunicación o transferencia internacional 
comportara un menoscabo grave del derecho a la protección de datos de carácter personal, podrá ordenar 
a los responsables o encargados de los tratamientos el bloqueo de los datos y la cesación de su 
tratamiento y, caso de incumplirse por éstos dichos mandatos, proceder a su inmovilización.

3. Cuando se hubiese presentado ante la Agencia Española de Protección de Datos una reclamación 
que se refiriese, entre otras cuestiones, a la falta de atención en plazo de los derechos establecidos en los 
artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679, la Agencia Española de Protección de Datos podrá 
acordar en cualquier momento, incluso con anterioridad a la iniciación del procedimiento para el ejercicio 
de la potestad sancionadora, mediante resolución motivada y previa audiencia del responsable del 
tratamiento, la obligación de atender el derecho solicitado, prosiguiéndose el procedimiento en cuanto al 
resto de las cuestiones objeto de la reclamación.

Artículo 14. Procedimiento en relación con las competencias atribuidas a la Agencia Española de 
Protección de Datos por otras leyes.

Lo dispuesto en este capítulo será de aplicación a los procedimientos que la Agencia Española de 
Protección de Datos hubiera de tramitar en ejercicio de las competencias que le fueran atribuidas por otras 
leyes.

Disposición adicional primera. Representación española en el Comité Europeo de Protección de Datos.

La Agencia Española de Protección de Datos tendrá la condición de representante común de las 
autoridades de protección de datos en el Comité Europeo de Protección de Datos.

La Agencia Española de Protección de Datos informará a las autoridades autonómicas de protección 
de datos acerca de las decisiones adoptadas en el Comité Europeo de Protección de Datos y recabará su 
parecer cuando se trate de materias de su competencia.

Disposición adicional segunda. Publicación de resoluciones de la Agencia Española de Protección de Datos.

La Agencia Española de Protección de Datos publicará las resoluciones de su Director que declaren 
haber lugar o no a la atención de los derechos reconocidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 
2016/679, las que pongan fin a los procedimientos de reclamación, las que archiven las actuaciones 
previas de investigación, las que sancionen con apercibimiento a las entidades a que se refiere el 
artículo 46 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, 
las que impongan medidas cautelares y las demás que disponga su Estatuto.
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Disposición transitoria primera. Régimen transitorio de los procedimientos.

1. Los procedimientos ya iniciados a la entrada en vigor de este Real Decreto-ley se regirán por la 
normativa anterior, salvo que el régimen establecido en el mismo contenga disposiciones más favorables 
para el interesado.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior será asimismo de aplicación a los procedimientos respecto 
de los cuales ya se hubieren iniciado las actuaciones previas a las que se refiere la Sección 2.ª del 
Capítulo III del Título IX del Reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
protección de datos de carácter personal, aprobado por Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre.

Disposición transitoria segunda. Contratos de encargado del tratamiento.

Los contratos de encargado del tratamiento suscritos con anterioridad al 25 de mayo de 2018 al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección 
de Datos de Carácter Personal mantendrán su vigencia hasta la fecha de vencimiento señalada en los 
mismos y en caso de haberse pactado de forma indefinida, hasta el 25 de mayo de 2022.

Durante dichos plazos cualquiera de las partes podrá exigir a la otra la modificación del contrato a fin 
de que el mismo resulte conforme a lo dispuesto en el artículo 28 del Reglamento (UE) 2016/679.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango que se opongan a lo establecido en el 
presente Real Decreto-ley, y en particular, los siguientes artículos de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal:

a) El artículo 40.
b) Los artículos 43 al 49, con excepción del artículo 46.

Disposición final única. Vigencia.

El presente Real Decreto-ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial 
del Estado» y lo estará hasta la vigencia de la nueva legislación orgánica de protección de datos que 
tenga por objeto adaptar el ordenamiento jurídico español al Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento 
Europeo y el Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que 
respecta al tratamiento de sus datos personales y a la libre circulación de estos datos, y completar sus 
disposiciones.

Dado en Madrid, el 27 de julio de 2018.

130/000033

Se publica a continuación el Real Decreto-ley 6/2018, de 27 de julio, por el que se aprueba una oferta 
de empleo público extraordinaria y adicional para el refuerzo de medios en la atención a asilados y 
refugiados.

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 86.2 de la Constitución, dicho Real Decreto-ley fue 
sometido a debate y votación de totalidad por el Congreso de los Diputados en su sesión del día de hoy, 
en la que se acordó su convalidación.

Se ordena la publicación de conformidad con lo dispuesto en el artículo 97 del Reglamento de la 
Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 6 de septiembre de 2018.—P.D. El Secretario General del 
Congreso de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.
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REAL DECRETO-LEY 6/2018, DE 27 DE JULIO, POR EL QUE SE APRUEBA UNA OFERTA DE EMPLEO 
PÚBLICO EXTRAORDINARIA Y ADICIONAL PARA EL REFUERZO DE MEDIOS EN LA ATENCIÓN A 

ASILADOS Y REFUGIADOS

I

En los últimos años los movimientos forzados de población han alcanzado cotas nunca antes 
registradas. Según los últimos datos del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados 
(ACNUR), hay un total de 68,5 millones de personas desplazadas forzosamente y sólo en 2017 hubo 16,2 
millones de nuevos desplazados.

Uno de los principales destinos de estos flujos migratorios, en particular los provenientes de conflictos 
como Siria, Palestina, Ucrania o en países africanos, es la Unión Europea. En este sentido, nuestro país, 
por su localización geográfica, se sitúa entre las puestas de entrada de los mismos, además de recibir los 
flujos provenientes de América central y del sur.

La condición de refugiado se reconoce a toda persona que, debido a fundados temores de ser 
perseguida por motivos de raza, religión, nacionalidad, opiniones políticas, pertenencia a determinado 
grupo social, de género u orientación sexual, se encuentra fuera del país de su nacionalidad y no puede 
o, a causa de dichos temores, no quiere acogerse a la protección de tal país, o al apátrida que, careciendo 
de nacionalidad y hallándose fuera del país donde antes tuviera su residencia habitual, por los mismos 
motivos no puede o, a causa de dichos temores, no quiere regresar a él, y no esté incurso en alguna de 
las causas de exclusión, denegación o revocación establecidas en la Ley 12/2009, de 30 de octubre, 
reguladora del Derecho de Asilo y la Protección Subsidiaria.

La arquitectura de nuestro sistema de convivencia tiene uno de sus pilares en el reconocimiento de 
derechos como manera de proteger a los más vulnerables. Y el asilo es piedra angular de dicho 
sistema.

Dentro de la Administración General del Estado, le corresponde al Ministerio de Trabajo, 
Migraciones y Seguridad Social, en coordinación con el Ministerio del Interior, la acogida de solicitantes 
de asilo y refugiados con el apoyo de las organizaciones especializadas, y éstas a su vez se coordinan 
en cada ámbito con las administraciones autonómicas y/o locales que disponen de plazas de acogida 
y ayudas.

El incremento de las migraciones hacia nuestro país, con un significativo aumento del número de 
personas llegadas de forma irregular a nuestras costas y a las Ciudades autónomas de Ceuta y Melilla, 
ha hecho que se incremente exponencialmente la carga de trabajo en materia migratoria.

Por otra parte, consecuentemente con lo anterior, en materia de reconocimiento del derecho de asilo, 
el incremento del número de refugiados estos últimos años ha provocado un gran volumen creciente de 
solicitudes de asilo, apátridas y otras figuras de protección internacional que hacen de urgente necesidad 
la mejora de la dotación de estos servicios para su normal funcionamiento.

Para dar respuesta al desafío de los nuevos flujos migratorios es necesaria la incorporación 
urgente de un total de 323 plazas, adicionales a las de la Oferta de Empleo Público, por medio de este 
real decreto-ley. De ellas, a fin de mejorar los procedimientos que en el ámbito de asilo gestiona el 
Ministerio del Interior, en materia de reconocimiento del derecho de asilo y otras figuras análogas de 
protección, se autoriza la convocatoria de 231 plazas de acceso por turno libre correspondientes al 
ejercicio 2018.

Y por otra parte, para reforzar los procedimientos que en el ámbito de las migraciones gestiona el 
Ministerio del Trabajo, Migraciones y Seguridad Social, se autoriza la convocatoria de 92 plazas de acceso 
por turno libre correspondientes al ejercicio 2018.

De este modo, se añade a la Oferta de Empleo Público para el ejercicio 2018 una oferta extraordinaria 
para dotar adecuadamente este conjunto de sectores, que como se ha expuesto son clave en la necesidad 
de mejorar del sistema de acogida, para impulsarlo como un sistema justo, integrador y eficiente.

II

Este real decreto-ley cumple con los principios de buena regulación a los que se refiere el 
artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
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Administraciones Públicas, principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, 
transparencia y eficiencia. Así, la norma persigue un interés general al permitir asegurar el correcto 
funcionamiento de sectores de actividad pública esenciales como son el garantizar el derecho de asilo a 
sus demandantes y la acogida de los refugiados, así como el funcionamiento de las relaciones entre las 
Administraciones públicas con los ciudadanos y las empresas. Este Real Decreto-ley no conlleva la 
restricción de derechos de los particulares, establece las medidas imprescindibles para cumplir su 
objetivo, no genera nuevas cargas administrativas y quedan justificados suficientemente los objetivos 
que persigue.

III

Como ha señalado en diversas ocasiones el Tribunal Constitucional, corresponde al Gobierno 
apreciar cuál es el momento o la coyuntura económica más apropiada para adoptar medidas de política 
económica general, pudiendo adoptarse las mismas, cuando así sea preciso, mediante la aprobación 
de disposiciones legislativas provisionales y de eficacia inmediata como las contenidas en un Real 
Decreto-ley.

Todos los argumentos expuestos justifican de manera adecuada y suficiente la urgente y extraordinaria 
necesidad de la adopción del presente Real Decreto-ley.

Además, este Real Decreto-ley no afecta al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a 
los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título I de la Constitución, al régimen 
de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general.

En definitiva, de todo lo anterior resulta que, en este caso, el Real Decreto-ley representa un 
instrumento constitucionalmente lícito, en tanto que pertinente y adecuado para la consecución del fin que 
justifica la legislación de urgencia, que no es otro, tal como reiteradamente ha exigido nuestro Tribunal 
Constitucional, que subvenir a un situación concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, que por 
razones difíciles de prever requiere una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el 
requerido por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las 
Leyes.

Por tanto, en el conjunto y en cada una de las medidas que se adoptan, concurren, por su naturaleza 
y finalidad, las circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad que exige el artículo 86 de la 
Constitución Española como presupuestos habilitantes para la aprobación de un real decreto-ley.

En su virtud, en uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la Constitución Española, a 
propuesta de la Ministra de Política Territorial y Función Pública, previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 27 de julio de 2017,

DISPONGO:

Artículo 1. Refuerzo del empleo público en el reconocimiento del derecho de asilo.

A fin de mejorar el empleo público en el ámbito de la política Interior, en materia de reconocimiento del 
derecho de asilo y otras figuras análogas de protección, se autoriza la convocatoria de 231 plazas de 
acceso, por turno libre, correspondientes al ejercicio 2018:

Código 
de 

Cuerpo
Cuerpo Cupo 

general

Cupo 
discapacidad 

general

Total 
plazas

1122 Cuerpo de Gestión de la Administración Civil del 
Estado ........................................................................ 181 10 191

1135 Cuerpo General Administrativo de la Administración 
del Estado ............................................................ 38 2 40

cv
e:

 B
O

C
G

-1
2-

D
-4

10



BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES

CONGRESO DE LOS DIPUTADOS
Serie D Núm. 410 13 de septiembre de 2018 Pág. 50

Artículo 2. Refuerzo del empleo público en la acogida de los refugiados.

A fin de mejorar el empleo público en el ámbito de migraciones, en materia de acogida de refugiados, 
se autoriza la convocatoria de 92 plazas de acceso, por turno libre, correspondientes al ejercicio 2018:

Código 
de 

Cuerpo
Denominación de cuerpo Cupo 

general

Cupo 
discapacidad 

general

Total 
plazas

6000W Escala Técnica de Gestión de Organismos 
Autónomos, especialidad Empleo ........................ 20 1 21

1122 Cuerpo de Gestión de la Administración Civil del 
Estado ........................................................................ 57 3 60

1177 Cuerpo de Gestión de Sistemas e Informática de la 
Administración del Estado .................................... 3 0 3

1146 Cuerpo General Auxiliar de la Administración del 
Estado ................................................................... 8 0 8

Disposición adicional primera. Criterios de reposición de efectivos.

Las plazas correspondientes al ejercicio de 2018 previstas en este Real Decreto-ley, son adicionales 
a las que se refiere el artículo 19.uno.3.Ñ) y R) de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales 
del Estado para el año 2018, y que se prevén en la Oferta de Empleo Público para el año 2018.

Disposición adicional segunda. Normas por las que se desarrollarán los procesos selectivos derivados 
de este Real Decreto-ley.

Los procesos selectivos que se convoquen para la cobertura de las plazas autorizadas en virtud de 
este real decreto-ley, se efectuarán conforme a las previsiones del Real Decreto por el que se aprueba la 
oferta de empleo público para el año 2018.

Disposición final única. Entrada en vigor.

Este Real Decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dado en Madrid, el 27 de julio de 2018.

130/000034

Convalidado en la sesión plenaria del día de hoy el Real Decreto-ley 7/2018, de 27 de julio, sobre el 
acceso universal al Sistema Nacional de Salud (núm. expte. 130/000034), se acordó su tramitación como 
Proyecto de Ley por el procedimiento de urgencia (núm. expte. 121/000024), por lo que el texto se publica 
en la serie A del Boletín Oficial de las Cortes Generales, en cumplimiento de lo previsto en el artículo 97 
del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 6 de septiembre de 2018.—P.D. El Secretario General del 
Congreso de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.
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OTROS TEXTOS

COMISIONES, SUBCOMISIONES Y PONENCIAS

154/000004

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión del día 6 de septiembre de 2018, ha aprobado 
sin modificaciones el texto del Acuerdo de la Comisión de Cultura, relativo al Informe de la Subcomisión 
para la elaboración de un Estatuto del Artista, creada en el seno de dicha Comisión, emitido de conformidad 
con dicho Informe, publicado en el «BOCG. Congreso de los Diputados», serie D, núm. 373, de 20 de 
junio de 2018.

Lo que se publica de conformidad con lo dispuesto en el artículo 97 del Reglamento  de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 7 de septiembre de 2018.—P.D. El Secretario General del 
Congreso de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.
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